UNIDAD IV
Los representantes gremiales. 

Introducción: 
La libertad sindical, entendida en su aspecto colectivo, preserva a la organización sindical frente a toda injerencia ilegítima en su constitución y funcionamiento garantizando la llamada "autonomía sindical" que se expresa en el libre desenvolvimiento de su accionar. Pero un concepto genuino de libertad sindical abarca no sólo la protección de la entidad gremial sino también de las personas que actúan como órganos de ella, tanto en el plano de la administración del sindicato como en el ámbito de los centros de trabajo. 

Estas personas, en quienes se encarna el obrar concreto de la organización, resulta indispensable que sean resguardadas frente a posibles represalias de sus empleadores. Esta protección está garantizada por las normas de la Constitución nacional, los convenios 87 y 98 OIT y por la ley 23551. 

El Art. 14 bis de la CN dice textualmente "Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad en su empleo". Se ha considerado que esta norma constitucional tiene carácter operativo, en tanto no se requiere para su aplicación inmediata que sus contenidos concretos sean objeto de una previa reglamentación. Sin embargo, razones de seguridad jurídica exigen que sea la ley la que establezca con precisión cuáles son los representantes gremiales protegidos, los actos respecto de los cuales se otorga la protección y los mecanismos previstos de prevención y reparación. 

Garantías para la gestión gremial. 

La ley 2355l dispensa una amplia protección a los representantes gremiales que puede ser sintetizada así: 

a) Loa representantes gremiales, que para cumplir sus funciones dejaran de prestar servicios, tienen derecho a gozar de una licencia automática sin goce de haberes, a la reserva del puesto ya ser reincorporados al finalizar el ejercicio de sus funciones, no pudiendo ser despedidos durante el término de un año a partir de la cesación de sus mandatos, salvo que mediare justa causa de despido. 

b) Los representantes sindicales en la empresa que continúan prestando servicios en ella, gozan para el ejercicio de sus funciones de un crédito de horas mensuales retribuidas de conformidad con lo que se disponga en la respectiva convención colectiva de trabajo y no pueden ser suspendidos, modificadas sus condiciones de trabajo ni despedidos durante el tiempo que dure el ejercicio de sus mandatos y hasta un año más salvo que mediare justa causa. 

c) Los candidatos para un cargo de representación sindical en las condiciones que fija la ley y su reglamentación, no podrán ser despedidos, suspendidos sin justa causa ni modificadas sus condiciones de trabajo por el término de seis meses a partir dé su postulación.
d) Los representantes gremiales no pueden ser despedidos, suspendidos ni modificarse sus condiciones de trabajo, si no mediare resolución judicial previa que los excluya de la garantía.
e) La violación por parte del empleador de las garantías de estabilidad, da derecho al afectado a demandar judicialmente  por vía sumarísima la reinstalación en su puesto, con más los salarios caídos durante la tramitación judicial o, en su caso, el restablecimiento de las condiciones de trabajo.
f) Toda perturbación en el ejercicio de la representación sindical, que no fuera el despido, la suspensión o la modificación de las condiciones de trabajo y que pudiere provenir tanto de los poderes públicos, del empleador o de cualquier otro particular -incluido un sindicato- puede obtener reparación a través de la acción de amparo de la libertad sindical. 

Las violaciones a las garantías sindicales enunciadas, dan derecho a los sujetos afectados a ejercitar las acciones de protección previstas en el Art. 52 de la ley 23551. Sin embargo, las mismas conductas del empleador que generan el derecho a la reparación en el plano de la relación individual, configuran a la vez una afectación del interés colectivo constitutivo de una práctica desleal contraria a la ética de las relaciones profesionales del trabajo. Tales comportamientos pueden dar lugar también a la promoción de querellas por prácticas desleales, acciones de las que son titulares tanto la asociación sindical como el damnificado, en forma conjunta o indistinta.
Las garantías de protección que la ley dispensa a los candidatos y representantes gremiales no hace perder al empleador las potestades de organización, de dirección y disciplinarias que la ley le otorga para obtener los fines de su empresa, sino que solamente subordina su ejercicio al cumplimiento de los procedimientos legales para realizar los actos lícitos en que tales potestades se concretan. Una vez cesada la protección legal, el desenvolvimiento del contrato de trabajo retorna a su normalidad sin restricción alguna. 

Sujetos titulares de la protección: La acción sindical encarnada en los representantes gremiales, se ejerce en dos planos distintos: 
a) El nivel de gobierno y la administración de la asociación sindical, el cumplimiento de cuyas actividades existe la presencia de funcionarios sindicales con dedicación exclusiva y 
b) la representación sindical en la empresa, que se ejerce a través de los delegados de personal y miembros de las comisiones internas. 

Ambas especies de representación sindical están igualmente alcanzadas por la protección legal, pero el mantenimiento de la distinción resulta importante porque existen protecciones específicas que resguardan las manifestaciones particulares del tipo de representación ejercida. Así, por ejemplo, los dirigentes y funcionarios sindicales que, para el cumplimiento de su gestión sindical deben dejar de prestar servicios en empleo, tienen derecho, a gozar de licencia automática sin goce de haberes, a la reserva del puesto ya ser reincorporados al finalizar el ejercicio de sus funciones, beneficios que obviamente no gozan los delegados de personal que continúan prestando servicios en sus empresas. 
Pertenencia a la asociación sindical con personería gremial. La cláusula constitucional alude genéricamente a los "representantes gremiales" como sujetos de la protección, loción de tal amplitud que impone remitirse a la ley reglamentaria para delimitar cuáles son, en concreto, las personas protegidas. La ley vigente otorga la protección exclusivamente a los trabajadores que ocupan cargos electivos o representativos "en asociaciones sindicales con personería gremial" (Art. 48). (Esta exigencia legal ha sido impugnada como inconstitucional por afectar la libertad sindical). Según la ley son sujetos protegidos: 
a) los trabajadores que ocupan cargos electivos o representativos en asociaciones con personería gremial, entre los que se incluyen a los miembros titulares o suplentes de comisiones directivas, consejos de administración, consejos directivos o secretariados de entidades sindicales de cualquier grado, seccionales, filiales o delegaciones, delegados o congresistas a organismos de grado superior, representantes ante asociaciones sindicales u organismos internacionales. 

b) Los trabajadores que ocupen cargos que requieran representación gremial, como los que integran el Consejo Nacional de Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil, las comisiones paritarias de negociación o interpretación de los convenios colectivos de trabajo, la representación obrera en los directorios de las empresas públicas o privadas, etc. 

c) Los trabajadores que ocupen cargos políticos en los poderes públicos, sean electivos o no y en organismos nacionales, provinciales o municipales.
d) Los delegados de personal, miembros de comisiones internas y de otros organismos similares de representación sindical en la empresa. 
e) Los candidatos que se postulan para cargos electivos de representación sindical ya sea en asociaciones sindicales o en la empresa. 

La licencia gremial: Expresa el Art. 48 de la ley 23551 "Los trabajadores que por ocupar cargos electivos o representativos en asociaciones sindicales con personería gremial, o en cargos políticos en los poderes públicos; dejaran de prestar servicios tendrán derecho a gozar de licencia automática sin goce de haberes 

Esta licencia consiste en la suspensión de ciertos efectos del contrato de trabajo que se verifica sin necesidad de autorización del empleador, cuando las obligaciones derivadas del cargo que el representante desempeña, exigen una dedicación exclusiva a su función que resulta incompatible con el cumplimiento simultáneo de las obligaciones emergentes del contrato de trabajo. 

La suspensión del contrato sólo recae en los principales deberes emergentes de la relación (los llamados deberes de cumplimiento o prestación, como el deber de prestar el trabajo y el deber de pagar la remuneración), pero se mantienen subsistentes los llamados deberes de conducta o comportamiento: deber de fidelidad, deber de guardar los secretos de la empresa, etc. 

La ley asigna a la licencia un carácter automático lo que trae aparejado dos clases de efectos: 
a) no requiere de una solicitud previa del trabajador y 
b) comienza simultáneamente con la comunicación de la designación. 
El representante en uso de licencia gremial se mantiene en su régimen laboral y de la seguridad social y resulta habitual que la asociación sindical respectiva se haga cargo del deber de pagar la remuneración y del de retener y depositar los aportes y contribuciones de la seguridad social que hubiera correspondido al empleador. Esto no significa de manera alguna que se opere una transferencia del contrato de trabajo ni que las sumas que el representante perciba constituyan remuneración, sino una compensación económica por los haberes que deja de percibir de su empleador. 
La reserva del puesto: Como lógico corolario del derecho a gozar de licencia automática, la ley sindical garantiza a los representantes gremiales el derecho a la reserva del puesto y a ser reincorporados al finalizar el ejercicio de sus funciones. Los beneficiarios de la licencia gremial vencida pueden reclamar, su reincorporación hasta treinta días después de concluido el ejercicio de sus funciones. En el caso de que el trabajador no se presentara ni cursara comunicación alguna, el empleador tiene derecho, una vez vencido el término, de despedirlo por abandono de trabajo previa constitución en mora mediante intimación a presentarse a trabajar dentro de una plazo razonable 

(Art. 244 LCT) La reintegración del trabajador debe realizarse en la misma categoría laboral y tareas que le correspondían antes de dejar sus labores, salvo consentimiento del interesado. Ante el silencio del empleador o su negativa expresa al reclamo de reincorporación o la propuesta de reingreso en condiciones peyorativas, el trabajador tiene derecho a reclamar judicialmente por la vía sumarísima, la reinstalación en su puesto de trabajo, con más los salarios caídos durante la tramitación judicial o el restablecimiento de las condiciones de trabajo modificadas, o bien optar por colocarse en situación de despido indirecto y reclamar además de la indemnización por despido, una suma equivalente al importe de las remuneraciones que le hubieren correspondido durante el año de estabilidad posterior a la finalización de su mandato. 

Los representantes sindicales en la empresa. 

El Art. 40 de la ley sindical establece que los delegados de personal y los miembros de las comisiones internas u organizaciones similares ejercen en los lugares de trabajo lo que se designa "representación sindical en la empresa". Están investidos de una doble representación: a) la de los trabajadores ante el empleador, la autoridad administrativa del trabajo y la asociación sindical y b) la de la asociación sindical ante el empleador y el trabajador. 

Nuestra práctica sindical ha generado un sistema de representación unitaria de los trabajadores en los lugares de trabajo. Ello se debe a que si bien los delegados del personal y miembros de comisiones internas son órganos del sindicato y pertenecen a la estructura sindical, en cuanto deben ser afiliados a la asociación que cuenta con personería gremial para ser designados en tales cargos, ellos son designados por el voto directo y secreto de sus compañeros de trabajo, estén o no afiliados. El rasgo característica de nuestro sistema de representación: sindical en la empresa lo distingue de los otros dos modelos que rigen en el derecho comparado: 

a) el sistema dualista o de representación de doble canal: Coexisten el órgano representativo de la totalidad o conjunto del personal (comités o consejos de fábrica) designado por éste sin injerencia del sindicato y que actúa por todos, sean afiliados o no y los órganos representativos del sindicato, designados por éste sin intervención del personal (delegados sindicales, secciones sindicales de empresa) y que representan a sus respectivos afiliados. 

b) el sistema unitario, propio de los EEUU donde la organización electa como la más representativa es la única que ejerce la representación de todos los trabajadores del establecimiento. 

Para el grupo de representantes dentro de la empresa, que por la naturaleza de su representación ejercen su función sindical sin dejar de prestar servicios, encontrándose cotidianamente enfrentados con el empleador, la protección legal es más necesaria que para otros funcionarios sindicales, ya que ellos están expuestos a sufrir mayor persecución. La ley determina para ellos que no podrán ser suspendidos, despedidos ni modificadas sus condiciones de trabajo durante el tiempo que dure el mandato y hasta un año más salvo que mediare justa causa. 

Requisitos para que opere la garantía sindical: 

1) Cumplimiento de los recaudos establecidos por la ley sindical. 
2) Comunicación de la designación: La comunicación debe emanar tanto de la asociación sindical respectiva como del trabajador interesado. La ley exige como medio de comunicación la forma escrita y fehaciente (telegrama o carta documento u otra forma escrita). 

Número de delegados: El Art. 45 de la ley 23551 establece que a falta de normas en los CCT, el número mínimo de trabajadores que representen a la asociación profesional en cada establecimiento será: 
a) de diez a cincuenta trabajadores; un representante; 
b) de cincuenta y uno a cien trabajadores, dos representantes

c) de ciento uno en adelante, un representante más cada cien trabajadores que excedan de ese número. 
En los establecimientos que tengan más de un turno de trabajo, habrá un delegado por turno, como mínimo. Cuando la representación sindical esté compuesta por tres o más trabajadores, funcionará como cuerpo colegiado denominado "cuerpo de delegados" o, “comisión interna" cuyas decisiones se adoptan según los respectivos estatutos o los reglamentos internos que se dicten. Por CCT puede establecerse un número mayor de delegados. 

Los candidatos: Las represalias dirigidas contra los candidatos a cargos gremiales son una forma de injerencia indebida en la vida interna de las asociaciones sindicales y un directo ataque al derecho de los trabajadores a la libre elección de sus representantes. La norma del Art. 50 abarca con amplitud a quienes se postulan para cargos de representación sindical. En cuanto a los actos respecto de los cuales la ley dispensa la protección al candidato son los mismos que motivan la de los titulares de cargos directivos o representativos, o sea que el candidato no podrá ser despedido, suspendido sin justa causa ni modificadas sus condiciones de trabajo, aunque limitada la protección a un período determinado. La ley subordina la efectiva protección al candidato al cumplimiento de dos requisitos: 

1) la postulación firme: si bien la protección del candidato se inicia a partir de su postulación que se fija en el momento en que la junta electoral u órgano similar de la respectiva asociación tenga por recibida la lista que lo incluye como candidato, el mantenimiento de la protección por el término de seis meses está subordinado a la oficialización definitiva de la candidatura. De no oficializarse, la protección se limitará al tiempo que se extiende entre la presentación de la lista ante el órgano asociacional competente y el momento de determinarse definitivamente dicha falta de oficialización. 

2) obtención de cierta cantidad de votos: se requiere que el candidato incluido en una lista oficializada obtenga un número de votos superior al 5% de los votos válidos emitidos. 
3) comunicación de la postulación. La ley establece que la asociación sindical deberá comunicar al empleador el nombre de los postulantes indicando datos personales, cargo al que aspiran y la fecha de recepción. De este modo se pretende prevenir situaciones en las que el empleador toma conocimiento informal de la candidatura y adopta medidas con el propósito de perjudicar o favorecer a alguno de los participantes en el comicio. 

El plazo de protección que la ley dispensa a los candidatos es de seis meses, contados desde la fecha de postulación al cargo lo que se verifica a partir del momento en que el órgano de la asociación sindical tenga por recibida la lista que lo incluye como candidato manteniéndose la protección sólo si se produce la oficialización definitiva de la candidatura. 

Extinción de la garantía sindical: La estabilidad en el empleo no podrá ser invocada en los siguientes casos: 

1) Cesación de actividades del establecimiento: la tutela no es oponible al empleador en caso de cesación total y definitiva de las actividades del establecimiento, fundándose esto en la inexistencia de representados. 

2) Suspensión general de tareas del establecimiento: en este caso, los contratos de trabajo subsisten, suspendiéndose sólo ciertos efectos durante un determinado lapso. En el caso de suspensión general, la estabilidad gremial no puede ser invocada en el sentido que el empleador para suspenderlo en forma legítima al igual que a los demás trabajadores no tendrá que recurrir al procedimiento de exclusión de la garantía prevista en el Art. 52, pero en cambio si tendrá que hacerlo si decidiera su despido o la modificación de las condiciones de trabajo cuando se reanuden las actividades. Cuando no se trate de una suspensión general de actividades, pero se proceda a reducir personal por medio de suspensiones o despidos y deba atenderse al orden de antigüedad, se excluirá para la determinación de ese orden a los trabajadores que se encuentren amparados por la estabilidad. 
Exclusión de la garantía. 

Los representantes gremiales protegidos por las garantías sindicales no gozan no obstante todo lo visto de una inmunidad absoluta que impida al empleador adoptar respecto de ellos la decisión de despedirlos, suspenderlos, o modificar las condiciones de trabajo, cuando estas medidas son legítimas y se sigue el procedimiento estatuido por la ley llamado "procedimiento de exclusión de tutela sindical", regulado en el Art. 52 de la ley 23551 al determinar que los trabajadores amparados por las garantías previstas en los Art. 40, 48 y 50 no podrán ser despedidos, suspendidos ni con relación a ellos podrán modificarse las condiciones de trabajo, si no mediare resolución judicial previa que excluya de la garantía, según procedimiento establecido en el Art. 47. Las notas características del mecanismo son: 
a) Es judicial: a diferencia de otras legislaciones, nuestra ley otorga solamente a los jueces con competencia en lo laboral competencia para entender en los procedimientos de exclusión de tutela. 

b) Es preventivo: El sistema legal opera como un mecanismo preventivo que se anticipo a la producción del acto lesivo de la garantía sindical. 
c) Es rápido: A fin de garantizar la celeridad de la tramitación judicial, la ley impone que la exclusión de la garantía debe tramitar conforme al procedimiento sumarísimo. 

Actos del empleador que requieren el procedimiento de exclusión de tutela:
· Los despidos: sean por justa causa, por falta o disminución de trabajo o por fuerza mayor. 

· Las suspensiones: sean disciplinarias, por falta o disminución de trabajo o por fuerza mayor. 
· Las modificaciones de las condiciones de trabajo: traslado de establecimiento, cambio de tareas o de categoría, cambio de turnos, de horario o de lugar de trabajo, en la medida en que dificulten, obstaculicen o impidan el ejercicio de sus funciones gremiales 

El acto del empleador que dispone el despido, suspensión o modificación de condiciones de trabajo de un representante gremial sin que hubiera mediado resolución judicial previa de exclusión de la garantía, es no sólo un acto nulo sino que es un acto ilícito ya que la promoción del juicio sumarísimo de exclusión de la garantía por parte del empleador, como condición necesaria para disponer dichas medidas respecto de un representante gremial constituye un requisito formal exigido por la ley cuya omisión hace que el acto sea nulo. La ley entonces abre las vías de reparación del acto ilícito dando derecho al afectado a demandar judicialmente por vía sumarísima la reinstalación en su puesto, con más los salarios caídos durante la tramitación judicial, salvo que el trabajador optare por el despido y las indemnizaciones correspondientes. 

Acción de reinstalación: La protección legal no sólo alcanza a aquellas situaciones para las cuales se exige al empleador recurrir al procedimiento de exclusión de tutela (despidos, suspensiones y modificaciones de condiciones de trabajo) sino también respecto de otras similares en que el empleador ha alterado de hecho las condiciones contractuales o incumplido un deber que la ley le impone, como por ejemplo la negativa de ocupación lisa y llana, la negativa de readmisión luego de haber gozado el trabajador de licencia por enfermedad, gremial, etc. 
La ley 23551 no contiene un plazo especial para que el trabajador formule el reclamo judicial, por lo que éste puede deducirse dentro del plazo de prescripción bienal. 

Al trabajador protegido le basta la prueba del cambio en las condiciones de trabajo preexistentes, sin que el empleador haya recurrido al procedimiento de exclusión de tutela para que la acción de restablecimiento de las condiciones alteradas sea procedente. Las defensas que el empleador puede esgrimir para neutralizar la acción de reinstalación son reducidas y se limitan a la alegación de que el demandante no puede invocar la tutela legal; sea por omisión del cumplimiento de los requisitos que hubieran legitimado su designación, sea por encontrarse excluido de la tutela. 

La sentencia de condena, en el caso de que la acción de reinstalación prospere, debe ordenar al empleador reinstalar al trabajador afectado en su puesto de trabajo o en su caso, a restablecer las condiciones de trabajo alteradas y además, al pago de los salarios caídos que el accionante hubiera dejado de percibir durante la sustanciación del proceso. El empleador debe el importe de esos salarios a título remuneratorio ya que el trabajador ha adquirido el derecho a su percepción por haberse mantenido siempre a su disposición no obstante la negativa del principal de aceptar los servicios ofrecidos, actitud que hace incurrir a éste en mora. 

Las sanciones conminatorias: El párrafo tercero del Art. 52 de la ley 23551 determina que si se decidiera la reinstalación, el juez podrá disponer al empleador que no cumpliere con esa decisión la aplicación de astreintes durante el período de vigencia de su estabilidad. Las astreintes son sanciones conminatorias de carácter pecuniario que pueden imponer los jueces en beneficio del titular del derecho, a quienes no cumplieren deberes jurídicos impuestos en una resolución judicial. Son multas que se gradúan en proporción al caudel económico de quien deba satisfacerlas (por ejemplo: una multa diaria de $100). Persiguen un doble propósito: 
1) la compulsión del sujeto pasivo de la relación jurídica, titular del deber, con la finalidad de lograr, aun contra su voluntad, la conducta que el orden jurídico le ha impuesto y 
2) la sumisión o acatamiento a las/decisiones judiciales. 

Los requisitos para su aplicación son: 
a) Decisión judicial firme: la sentencia judicial que impone la reinstalación debe tener la calidad de cosa juzgada, es decir, debe haber quedado firme. 
b) Decisión judicial incumplida: Sólo vencido el plazo acordado al condenado para cumplir el deber impuesto en la sentencia, sin que el cumplimiento se hubiera verificado, procede la aplicación de las astreintes. 
Opción por las indemnizaciones: La ley otorga al trabajador protegido por las garantías sindicales que ha sido ilegítimamente despedido, suspendido o modificadas sus condiciones de trabajo, la opción por considerar extinguido el vínculo, laboral en virtud de la decisión del empleador, colocándose en situación de despido indirecto. En este caso, si se trata de un representante gremial en funciones tendrá derecho a percibir, además de las indemnizaciones por despido, una suma equivalente al importe de las remuneraciones que le hubieren correspondido durante el tiempo faltante del mandato y el año de estabilidad posterior. En cambio, si fuese un candidato no electo, tendrá derecho a percibir, además de las indemnizaciones y de las remuneraciones imputables al período de estabilidad aún no agotado, el importe de un año más de remuneraciones. 

Nada impide a los representantes gremiales despedidos en violación de la ley optar por convalidar el despido dispuesto por su empleadora aun cuando hayan iniciado una acción de reinstalación en el puesto y reclamar las indemnizaciones pertinentes toda vez que la ley habla de opción lo que implica la existencia de alternativas y plantea la reinstalación del puesto como una posibilidad y no como una obligación que condicione el derecho a la indemnización especial. 
La opción por las indemnizaciones hace aplicable el procedimiento laboral ordinario correspondiente de cada jurisdicción y no el trámite sumarísimo de excepción previsto por la ley sólo para la acción de exclusión de tutela y para la reinstalación o restablecimiento de las condiciones alteradas. 

El plazo de prescripción de las acciones emergentes del Art. 52 de la ley 23551 es el común de dos años. 

Medidas cautelares en la exclusión de la tutela: El Art. 52 establece que el juez interviniente, a pedido del empleador, dentro de los cinco días podrá disponer la suspensión de la prestación laboral con el carácter de medida cautelar, cuando la permanencia del cuestionado en su puesto o el mantenimiento de las condiciones de trabajo pudiere ocasionar peligro para la seguridad de las personas o bienes de la empresa. La solicitud de la medida debe acompañar el pedido de exclusión y no puede ser interpuesta en forma independiente. Asimismo, el empleador, podrá liberar de prestar servicios al trabajador amparado en cuyo caso deberá comunicarlo dentro de las cuarenta y ocho horas hábiles al Ministerio de Trabajo y mantener el cumplimiento de la totalidad de los deberes que la ley o convenciones colectivas ponen a su cargo como consecuencia de la relación laboral. 

De las prácticas desleales. 
La noción de práctica desleal ha sufrido modificaciones conforme los distintos ordenamientos legales. Capón Filas, nos dice: los empleadores (también el Estado empleador) o sus organizaciones profesionales pueden vulnerar la libertad sindical mediante conductas obstructivas violatorias o de influencia, prevaliéndose del poder en cualquiera de sus elementos: social, cultural, económico, político. Dado el método utilizado (abuso de poder), son desleales ya que violan la ética de las relaciones profesionales. La norma describe las mismas en un catálogo que debe reputarse cerrado porque las consecuencia prevista es una multa. Por su parte, López ha definido a las prácticas desleales como "las acciones u omisiones contrarias a la ética de las relaciones profesionales".
El ordenamiento (Art.53 a 55 ley 23.551 y Art.4 inc 7 ley 23.546, modificado por la derogada ley 25.250) previó la comisión de la conducta antijurídica por parte de los empleadores, las asociaciones profesionales de empleadores y por las asociaciones sindicales de trabajadores al "rehusarse injustificadamente a negociar colectivamente”. El Art.53 de la ley 23.551 enumera tales acciones u omisiones consideradas “práctica desleal", su Art.54 informa sobre los sujetos legitimados para promover "querella por práctica desleal" y autoridades competentes para tramitarlas y el Art. 55 determina las sanciones y el procedimiento para su aplicación. 

Art.53.Ley 23.551: (Practicas desleales por parte de los empleadores o de las asociaciones que los representen). . 

· Subvencionar en forma directa o indirecta a una asociación sindical de trabajadores. La norma preserva el principio de “pureza sindical” impidiendo injerencias extrañas especialmente de los empleadores. 
· Intervenir o interferir en la constitución funcionamiento o administración de un ente de este tipo. Por ejemplo: la prohibición del empleador a sus dependientes de concurrir a reuniones o asambleas gremiales: omisión deliberada de practicar la retención de cuota sindical etc. 

· Obstruir, dificultar o impedir la afiliación de los trabajadores a una de las asociaciones por ésta regulada. Es la acción tendiente a imposibilitar la afiliación de los trabajadores a una asociación sindical determinada.
· Promover o auspiciar la afiliación de los trabajadores a determinada asociación sindical. Es la acción de un empleador o de una asociación de empleadores que busca interferir en la libertad de elección sindical de los trabajadores. 

· Adoptar represalias contra los trabajadores por la participación en medidas legítimas de acción sindical o en otras actividades sindicales o de haber intervenido en los procedimientos vinculados a las prácticas desleales. Se prevé aquí la venganza o castigo por un supuesto perjuicio sufrido previamente. La ley también prevé el caso de represalia del empleador contra quienes hubieran promovido, testimoniado o intervenido en juicios por prácticas desleales. 
· Rehusarse a negociar colectivamente con la asociación sindical capacitada para hacerlo o provocar dilaciones que tiendan a obstruir el proceso de negociación. Los empleadores no quedan obligados a "convenir" sino a negociar, esto es a concurrir a las audiencias fijadas, designar negociadores con mandato suficiente y realizar esfuerzos reales para lograr el acuerdo.
· Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de su personal con el fin de impedir o dificultar el ejercicio de los derechos a que se refiere esta ley. Ver aquí lo dispuesto en el Art.52 de la ley 23.551 respecto de los trabajadores amparados por las garantías de los Art. 40, 48 y 50 de la ley. 
· Negarse a reservar el empleo o no permitir que el trabajador reanude la prestación de los servicios cuando hubiese terminado de estar en uso de la licencia por desempeño de funciones gremiales. La conducta tipificada es la negativa a reservar el puesto de trabajo o su reincorporación al trabajador amparado con derecho a licencia gremial. 
· Despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de los representantes gremiales que gocen de estabilidad, según los términos establecidos por este régimen cuando las causas no sean de aplicación general o simultánea a todo el personal. Se trata de actos por parte del empleador, que afecten la estabilidad del representante sindical amparados cuando no se den las causales de exclusión.
· Practicar trato discriminatorio en razón del ejercicio de los derechos sindicales tutelados por este régimen. Se impone un trato igual a los iguales en identidad de situaciones y la discriminación sancionada aquí debe estar motivada por el ejercicio de derechos sindicales y puede afectar a trabajadores amparados o no por estabilidad gremial.
· Negarse a suministrar la nómina del personal a los efectos de la elección de los delegados en los lugares de trabajo. La negativa a suministrar la nómina del personal realizada una convocatoria a elecciones configura conducta tipificada como practica desleal
Art.4 ley 23.546, modificada por ley 25.250. (Practicas desleales de las asociaciones sindicales). 

Hasta la sanción de la hoy derogada ley 25.250 (2.000) sólo una ley de facto 22.105 había previsto la posibilidad de comisión de prácticas  desleales por parte de las asociaciones sindicales de trabajadores. Es la modificación producida por el Art. 14 de la ley 25.250 quien modifica el Art. 4 de la ley 23.546, sobre procedimiento para la negociación colectiva que introdujo la tipificación como practica desleal -por parte de las asociaciones sindicales- el negarse injustificadamente a negociar colectivamente de buena fe con el empleador o la organización legitimada para hacerlo o provocar dilaciones tendientes a obstruir el proceso de negociación, es decir rehusarse a negociar colectivamente sin causa justificada Destacamos que, conforme inciso "e" del artículo 4 de la ley 23.546 con la modificación del Art.20 de la ley 25.877, cualquiera de las partes de la negociación colectiva puede iniciar acciones legales para el caso de que la otra parte se rehusare a negociar violando el principio de buena fe. A diferencia de lo supuesto por las leyes 25.013 y 25.250, el incumplimiento de negociar colectivamente por parte de la asociación sindical NO se considera en la actualidad una práctica desleal, aún cuando da derecho n la otra parte a iniciar una acción similar ala establecida en la ley 23.551 para las "práctica desleales", Es decir que si una de las partes se niega a negociar colectivamente la otra podrá iniciar acción judicial mediante ¡proceso sumarísimo y, en ese caso, el Juez del Trabajo competente dispondrá el cese inmediato de tal actitud violatoria del deber de buena fe y podrá sancionar ala incumplidora con una multa de hasta un máximo del 20% del total de la masa salarial del mes en que se produzca el hecho, que podrá ser incrementado en un 10% por cada día de mora en acatar la resolución judicial y en caso de reincidencia, el máximo previsto podrá elevarse hasta el 100% de dichos montos, ello sin perjuicio de que el Juez, a petición de parte, fije astreintes (Art.666bis del CC.). 

Cuando cesaren los actos que originaron la acción dentro del plazo dispuesto por el Juez, el monto de la pena podrá ser reducido hasta el 50%. Todos los fondos así logrados tendrán como destino mejorar el sistema de inspección de la autoridad laboral administrativa.
Juzgamiento. Sanciones 
Los Jueces o tribunales del Trabajo con competencia en lo laboral, en las respectivas jurisdicciones, resultan competentes para juzgar en las prácticas desleales. Las que serán sancionadas con multas al igual que cualquier otra infracción laboral. La Ley remite a la ley 18.694 de infracciones a leyes laborales hoy derogada por el Art.15 inc1 del Anexo II de la ley 25.212 (2000). Las sanciones graves son sancionadas con multa de $250 a $1.000 por cada trabajar afectado por la infracción. Las "muy graves" (actos de discriminación en el empleo por motivo gremial) con multa de $1.000 a $5.000 por cada trabajador afectado. En el supuesto de prácticas desleales múltiples o reincidencia la multa puede ser elevada hasta el quíntuplo del máximo previsto.
Cuando los actos u omisiones fueran cometidos por entidades representativas de empleadores se establece que la multa será fijada por el Juez con un máximo del 20% de los ingresos provenientes de las cuotas de los afiliados en el mes que se cometió la infracción. 

Si la práctica desleal cesa dentro del plazo previsto la decisión judicial el monto de la sanción puede ser rebajado hasta en un 50%.
El destino de las multas es el mejoramiento de los servicios de inspección del trabajo por lo cual su importe es percibido por la autoridad administrativa del trabajo quien tiene intervención en el expediente judicial respectivo. 

Asociación profesional de empleadores 
En cuanto a la organización de las asociaciones profesionales de empleadores, la autonomía de la voluntad tiene un amplio marco de aplicación. Así los fundadores e integrantes gozan de amplia libertad respecto de la creación y organización de las estructuras organizacionales. 

Como adelantáramos, en el ámbito del sector que representa a los trabajadores la legislación argentina prevé una normativa especial que fija lineamientos básicos de organización y funcionamiento de las asociaciones gremiales de trabajadores. Al contrario, respecto del sector de los empleadores no existe disposición legal que refiera al mismo. Por ello se rigen por el derecho común, con amplia libertad de acción para elegir el tipo de asociación dentro de las disposiciones de la ley de sociedades comerciales o el Código Civil, siempre teniendo en cuenta lo dispuesto por la convención colectiva de trabajo aplicable estableciendo la operatividad de determinados órganos de representación.
Desde el ángulo de la negociación colectiva, ya dijimos que le corresponde ejercer la representación de los trabajadores de la actividad o profesión la asociación gremial que ostente la "personería gremial','. Respecto de los empleadores, no existe régimen legal estableciendo u, otorgando representación a una asociación o tipo de asociación: La misma se ejerce de acuerdo con un procedimiento ad hoc. Si se trata de la modificación de un convenio colectivo preexistente, en principio, en representación del sector de empleadores acude la o las asociaciones de empleadores que hayan suscripto el convenio anterior; en caso de haber dejado de existir o haber perdido representatividad, le corresponderá a la asociación que acredite ser suficientemente representativa y sea así calificada por la autoridad administrativa del trabajo, teniendo en cuenta las características propia de la actividad empresaria de que se trate, la existencia de entidades que agrupen empresarios y su representatividad conforme número de empleadores adheridos y el número de trabajadores contratados por éstos. La autoridad laboral administrativa invita mediante la publicación de edictos en un diario de gran circulación dentro del ámbito de aplicación territorial del futuro convenio y en el Boletín oficial, que contendrán la mención del sector de trabajadores Y: empleadores comprendidos y el contenido que se espera del convenio expuesto sucintamente. La designación efectuada por el Ministerio de Trabajo solo puede ser objetada en sede administrativa o judicial si fuere arbitraria o producto de un grave error de la administración. 

Antecedentes. 
A principios de 1954 se publicó la ley 14.295, instituyendo el régimen legal de creación y funcionamiento de las asociaciones profesionales de empleadores. Dicha ley preveía asociaciones de primer grado, de segundo grado y, de tercer grado, quienes para poder actuar debían inscribirse en un registro especial a cargo del Ministerio de Trabajo. Asimismo las Federaciones; y Confederaciones para ejercer sus derechos debían gozar de personalidad  gremial o económica y para obtener personalidad gremial se debía acreditar el carácter de suficientemente representativa y entre los derechos inherentes a esa personalidad la ley les reconocía el de representar los intereses de la actividad y "participar" en las negociaciones colectivas, celebrar y modificar convenciones colectivas. La personalidad Gremial permitía extender a los empleadores NO afiliados la obligatoriedad del pago de las cotizaciones y contribuciones que debían abonar los afiliados. Bajo esta ley se, crearon la Confederación General Económica (CGE) y las Confederación del Comercio, la Industria y la producción. 
